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1. PRONTO PAGO PARA CREDITOS NO LABORALES: PERSONAS 

MAYORES. PODRIA INFERIRSE DISCAPACITADOS Y MENORES 

 

En este expediente se concede el derecho a pronto pago de un crédito no laboral con la 

siguiente fundamentación: 

- Que el art.16 tutela los derechos de los llamados “acreedores involuntarios”.  

- La correcta inteligencia de esa norma impone atender a las circunstancias 

particulares que afecten al acreedor de que se trate, … deben revelar urgencia en el 

cobro, por hallarse vinculadas a “ ... contingencias de salud, alimentarias u otras que 

no admitan demora ... ” (sic). Será necesario, en cambio, juzgar cada situación 

particular… la voluntad del legislador fue reconocer ese beneficio temporal a otros 

acreedores que no lo tuvieran ya reconocido por la naturaleza de sus créditos 

- No importa, a estos efectos, si el acreedor de que se trate es o no titular de un 

crédito laboral. 

- Los tiempos que insume un juicio deben ser compatibilizados con los tiempos de la 

vida, y así fue entendido no sólo por la Excma. Corte Suprema de Justicia en la 

causa sentenciada el 29.4.1993 (“Iachemet, María L. c/Armada Argentina”; 

Fallos:316:779), 

- Refiere a la sanción de la ley 27.360 que aprobó la Convención Interamericana 

sobre Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores. La fiscal 

manifestó que el juzgador no tuvo en cuenta derechos constitucionales a la vida, la 

salud, la integridad, entre otros, y respecto de la Convención: “el objeto de la 

Convención es promover , proteger y asegurar el reconocimiento y el pleno goce y 

ejercicio , en condiciones de igualdad, de todos los derechos humanos y libertades 

fundamentales de la persona mayor (art. 1),que son principios generales aplicables 

a la Convención – entre otros la promoción y defensa de los derechos humanos y 

libertades fundamentales de la persona mayor, el bienestar y cuidado, la seguridad 

física, económica y social, el enfoque diferencial para el goce efectivo de los 

derechos de la persona mayor y la protección judicial efectiva (art.3) Los estados 

parte adoptaran y fortalecerán todas las medidas legislativas, administrativas, 

judiciales, presupuestarias y de cualquier otra índole, incluido un adecuado acceso 

a la justicia a fin de garantizar a la persona mayor un trato diferenciado y 

preferencial en todos los ámbitos (art. 4 inc. c) y que adoptaran todos las medidas 

necesarias para garantizar a la persona mayor el goce efectivo del derecho a la 

vida y el derecho a vivir con dignidad en la vejez hasta el fin de sus días (art.6)”. 

 

En una jornada que se desarrolló en el CPCECABA “¿Nuevo paradigmas de la liquidación 

de bienes? Constitucionalización del Derecho Privado” la fiscal de Cámara, Dra. Gabriela 

F. Boquin, hablo de este caso y también refirió que podría darse su aplicación en las 

personas con Discapacidad (Convención Interamericana para la eliminación de todas las 

Formas de Discriminación contra la Personas con Discapacidad) y en los menores (Ley 

26061 Protección Integral de los Derechos de las niñas, niños y adolescentes). 

 

Incidente Nº 21 - LA ECONOMÍA COMERCIAL S.A. DE SEGUROS GENERALES 

Y OTRO s/QUIEBRA s/INCIDENTE DE VERIFICACIÓN DE CRÉDITO DE 

TULES, YOLANDA ERMINIA  Expediente N° 66218/2009/21/CA4 Juzg. 13 Sec. 26 
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Buenos Aires, 10 de mayo de 2018. 

Y Vistos: 

I. Viene apelada por la actora la sentencia de fs. 25/6. El memorial recursivo obra a fs. 30/2 

y fue contestado a fs. 39/40. A fs. 45/51, obra el dictamen fiscal. 

II. La apelante se agravia de la desestimación del pedido de pronto pago del crédito 

verificado en este incidente con causa en la sentencia dictada en un juicio de daños y 

perjuicios, en el cual la aquí fallida había sido condenada en calidad de citada en garantía. 

El crédito de que aquí se trata quedó compuesto por una suma de capital con privilegio 

general en los términos del art. 54, inc. b, de la ley 20091 y art. 246, LCQ, y otra suma por 

intereses con carácter de crédito quirografario.  

La recurrente también cuestiona la imposición de las costas del incidente. 

III. El art. 16 de la ley 24.522 (modificado por ley 26.684) dispone, en lo que aquí interesa, 

que: “Excepcionalmente el juez podrá autorizar, dentro del régimen de pronto pago, el pago 

de aquellos créditos amparados por el beneficio y que, por su naturaleza o circunstancias 

particulares de sus titulares, deban ser afectados a cubrir contingencias de salud, 

alimentarias u otras que no admitieran demoras” (sic). 

En prieta síntesis, dos fueron las posiciones adoptadas por la doctrina en torno a la 

interpretación de esa norma. Algunos autores consideran que la referida disposición legal se 

encuentra destinada a tutelar a aquellos trabajadores alcanzados por las especiales 

contingencias a las que ella alude, en tanto su acreditación –la de esas contingencias- 

evidenciaría un estado de necesidad que habría de justificar que los créditos de esos 

trabajadores fueran satisfechos antes que los demás créditos laborales a los que también les 

asistiera el derecho a pronto pago. 

Otros, en cambio, entienden que la tutela bajo análisis se encuentra destinada a alcanzar a 

los llamados “acreedores involuntarios”.  

A juicio de la Sala, la correcta inteligencia de esa norma impone atender a las 

circunstancias particulares que afecten al acreedor de que se trate, tal como la misma norma 

lo expresa. Esas circunstancias deben revelar urgencia en el cobro, por hallarse vinculadas a 

“ ... contingencias de salud, alimentarias u otras que no admitan demora ... ” (sic). 

El foco debe, entonces, ponerse en ese elemento, y reconocer el pronto pago al acreedor 

que demuestre hallarse enfrentado contingencias de esa especie. No importa, a estos 

efectos, si el acreedor de que se trate es o no titular de un crédito laboral, dado que, más allá 

de la deficiente redacción que exhibe la norma interpretada, parece claro que ella terminaría 

perdiendo todo su sentido si se la vinculara sólo con acreedores que, precisamente por ser 

laborales, ya tenían reconocido el pronto pago. 

De esto se infiere que la voluntad del legislador fue reconocer ese beneficio temporal a 

otros acreedores que no lo tuvieran ya reconocido por la naturaleza de sus créditos. Sentado 

ello, corresponde que la Sala se pronuncie acerca de si el crédito aquí invocado debe o no 

considerarse subsumido en la norma bajo análisis. 

A estos efectos, cabe comenzar por señalar el compromiso asumido por el Estado Nacional 

con la sanción de la ley 27.360 que aprobó la Convención Interamericana sobre Protección 

de los Derechos Humanos de las Personas Mayores, adoptada por la Organización de los 

Estados Americanos durante la 45ta. Asamblea General de la OEA, el 15 de junio de 2015. 

La Sala comparte, además, los principios esbozados en el dictamen de la Fiscalía General 

ante esta Cámara que justifican la protección de las personas mayores en pos de no incurrir 

en una discriminación por motivos de edad (art.75, inc. 23, de la Constitución Nacional). 



5 

 

Es verdad que de todo esto no puede establecerse como regla que todas las personas 

mayores deban acceder automáticamente al pronto pago que nos ocupa. 

Así lo juzgó el tribunal en ocasión de pronunciarse en los autos “La Economía Comercial 

S.A. de Seguros Generales y otros s/quiebra s/incidente de verificación por Rocha, 

Mercedes del Tránsito”, de fecha 8.2.2018, a cuyo fundamentos remite. 

Será necesario, en cambio, juzgar cada situación particular y evaluar si se configuran en 

cada una de ellas las aludidas razones que revelen que la necesidad de reconocer el cobro 

no admite espera. Ello ocurre en el caso.La aquí incidentista tiene hoy más de 80 años, 

deriva su crédito de un accidente de tránsito causado por quien se hallaba asegurado por la 

aquí fallida y no cuenta con recursos económicos. Todo esto la coloca en un estado de 

vulnerabilidad que el tribunal no puede soslayar, máxime si se atiende a que, por la 

magnitud de este proceso de liquidación, la expectativa de cobro en los términos usuales 

habría de insumir un tiempo que hoy no puede siquiera ser estimado. 

Los tiempos que insume un juicio deben ser compatibilizados con los tiempos de la vida, y 

así fue entendido no sólo por la Excma. Corte Suprema de Justicia en la causa sentenciada 

el 29.4.1993 (“Iachemet, María L. c/Armada Argentina”; Fallos:316:779), sino por nuestro 

mismo legislador en ocasión de dictar la ley 25587, reguladora de medidas cautelares en 

reclamos vinculados con la normativa de emergencia dictada en los años 2001/2002. 

La ley 25587 autorizó expresamente en su art. 1 las medidas cautelares que coincidieran 

con el objeto del proceso en los casos de  riesgo de la vida, la salud, o la integridad física de 

las personas, o cuando la persona reclamante fuera una persona física de setenta y cinco o 

más años de edad (v. en tal sentido, esta Sala, 8.4.2005, en “Caroglio, Rodolfo Oscar 

c/Poder ejecutivo nacional y otro s/medida precautoria”). 

En esos y otros supuestos –entre ellos, la ley 27260, en especial el régimen de Pensión 

Universal para el Adulto Mayor, de carácter vitalicio y no contributivo (arts. 13 y sgtes.)- la 

avanzada edad del beneficiario fue considerada elemento susceptible de colocarlo en 

situación de cobrar lo que se le adeudaba sin someterlo a mayor espera. 

La Sala comparte ese criterio, por lo que, dados los demás elementos que rodean la 

situación de la apelante habrá de hacer lugar al recurso y, en consecuencia, revocar la 

sentencia recurrida en lo relativo al pedido de pronto pago. 

Al resultar exitosa la pretensión formulada en la demanda, se estima procedente alterar el 

régimen que en materia de gastos causídicos fue dispuesto en la primera instancia e 

imponerlas por su orden, en ambas instancias.  Por el modo en que se resuelve, el agravio 

vinculado con la incidencia del beneficio de litigar sin gastos resulta abstracto. 

IV. Por ello, se RESUELVE: a) admitir el recurso de apelación interpuesto en lo tocante al 

pedido de pronto pago y declarar que el crédito reclamado en la demanda goza de dicho 

beneficio; b) las costas de ambas instancias se distribuyen por su orden. 

Notifíquese por Secretaría. 

Hágase saber a la señora Fiscal General ante la Cámara, a cuyo fin pase este expediente a 

su público despacho, sirviendo la presente de nota de remisión. Oportunamente, cúmplase 

con la comunicación ordenada por el art. 4to. de la Acordada de la Excma. Corte Suprema 

de Justicia de la Nación 15/13, del 21.5.13. Hecho, devuélvase al juzgado de primera 

instancia. Firman los suscriptos por encontrarse vacante la vocalía n° 8 (conf. art. 

109 RJN).  

EDUARDO R. MACHIN -JULIA VILLANUEVA 

RAFAEL F. BRUNO SECRETARIO DE CÁMARA 
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2. CREDITO ADUANERO-PRIVILEGIO GRAL 246.4 LCQ. MORIGERA 

INTERESES- 

 

La Cámara resuelve reconocer al fisco, en virtud de lo dispuesto por el art. 461 del Código 

Aduanero, el privilegio del art. 246, inc. 4to., LCQ, a los créditos originados en los seguros 

de caución sobre el cumplimiento de cargas fiscales por importación (deuda aduanera). 

Respecto a la actualización, corresponde que se aplique el C.E.R. (coeficiente de 

estabilización de referencia) en los casos en que el Tribunal Fiscal de la Nación así lo había 

dispuesto virtud de las sentencias administrativas o judiciales que sirvieron de antecedente. 

La fiscal puntualizo la facultad de los jueces de morigerar los intereses (Art.771 CCCN) al 

encontrarse el deudor en quiebra con un patrimonio impotente y debiendo priorizarse el 

principio de la par conditio creditorum, poniendo el tope de 2 veces y 1/2 la TABN. Pero la 

cámara establece que corresponde morigerar los intereses a 1 vez y media la TABN, por 

todo concepto y sin capitalizar basándose en fallos anteriores de la sala.  

COM 066218/2009/15 CNCOM SALA C. INCIDENTE Nº 15 - INCIDENTISTA: 

AFIP-DGI Y OTRO FALLIDO: LA ECONOMIA COMERCIAL ( J. A GARCIA) 

S/INCIDENTE DE REVISION DE CREDITO Juzg.13 Sec.26 

Buenos Aires, 12 de octubre de 2018. 

Y VISTOS: 

I. Viene apelada la sentencia de fs. 461/4. Apelaron la delegación liquidadora y la 

incidentista. El memorial de la primera se encuentra agregado a fs. 470/3 y el de la segunda 

a fs. 479/81. Las contestaciones se leen a fs. 483/6, fs. 488/91 y fs. 493/5. A fs. 502/6 obra 
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el dictamen fiscal. En   primer   término,   será   tratado   el   recurso   de   la  actora   en   lo 

concerniente   al   privilegio   invocado   y,  luego,   los   recursos   de   ambas   partes 

apelantes en lo tocante a la liquidación del crédito y las costas. 

II. i) En virtud de lo dispuesto por el art. 461 del Código Aduanero, corresponde asignar el 

privilegio pretendido por esta recurrente, o sea el general previsto por el art. 246, inc. 4to., 

LCQ, a los créditos de la actora originados en los seguros de caución verificados tanto en el 

expediente principal como en este incidente (deuda aduanera). En tal sentido, el recurso del 

Fisco Nacional es admisible.   

ii) La delegación liquidadora, por su parte, efectúa un desarrollo en lo tocante a la 

liquidación de las acreencias verificadas. Acudiendo a un ejemplo de cómo quedaría 

cuantificado uno de los créditos, los delegados liquidadores procuran, en definitiva, que 

sean fijadas pautas para proceder al cálculo de estos conceptos. 

Destacan   que   los   montos   reclamados   fueron   repotenciados   por intereses 

resarcitorios y punitorios con tasas desproporcionadas y, en el caso de la deuda aduanera, 

aplicadas por sumas actualizadas empleando el coeficiente de estabilización de referencia 

(c.e.r.). Sobre estas cuestiones la Sala dirá cuanto sigue. En   primer   término,   los   

intereses   de   los   créditos   por   capital verificados a favor del Fisco Nacional en este 

incidente –tanto resarcitorios como punitorios- serán cuantificados siguiendo la tasa 

máxima que se fija en una vez y media la tasa activa del Banco de la Nación Argentina, por 

todo concepto, sin capitalizar, siguiéndose así un consolidado criterio de esta Sala (v. 

resoluciones del   21.8.12,   en   "Cooperativa   de   Trabajo   Solucionar   Limitada   

s/concurso preventivo s/incidente de revisión por Fisco Nacional -AFIP-DGI- "; 6.6/13, en 

“Colegio Saint Jean A. C. s/ concurso preventivo s/ incidente de revisión por Fisco 

Nacional -AFIP- ”; 20.8.14,  “Fisco Nacional –AFIP – DGI- c/Laurencena, Victor Javier 

Fortun s/quiebra s/ inc. de verificación por Fisco Nacional”; entre muchos otros). En este 

punto, el agravio es admisible en la medida indicada. 

Ahora   bien,   este   apelante   manifiesta   no   cuestionar   que,   en   lo relativo a la deuda 

aduanera, se aplique el coeficiente de estabilización de referencia (c.e.r.), pero aduce que el 

juez de primera instancia habría omitido tener en cuenta que ese coeficiente sólo era 

procedente en los casos en que el Tribunal Fiscal de la Nación así lo había dispuesto. 

Sin perjuicio de que la sentencia apelada puede desprenderse que el c.e.r. se aplica 

únicamente en los casos en que así se hubiera dispuesto en sentencias previas, a fin de 

despejar toda duda, se aclara por la presente que dicho coeficiente se añadirá a los créditos 

que así deban liquidarse por virtud de las sentencias administrativas o judiciales que 

sirvieron de antecedente a la verificación.          

iii) En cuanto al agravio del Fisco sobre las costas –que, en primera instancia, fueron 

impuestas a cargo de la incidentista-, ésta sostiene que debería aplicarse el principio 

objetivo de la derrota e imponer aquéllas a cargo de la deudora. 

La   revisión   por   vía   incidental   de   la   sentencia   dictada   en   los términos del art. 36 

L.C.Q., constituye la denominada “etapa eventual” del procedimiento de verificación 

tempestiva. En ese contexto, ha sido sostenido por esta Sala que si la apertura de esa fase 

resultó redundante a consecuencia de la actitud negligente del propio revisionista, en tanto 

pudo durante la “etapa necesaria” (art. 32 L.C.Q) aportar todos los elementos 

indispensables para el reconocimiento de su crédito, deberá él soportar los aludidos gastos 

(“Bazán   Ada   Marina   y   otros   c/   Ballestracci Adolfo H s/ quiebra s/ inc. revisión por 
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Bazanada Marina y otros ”, del 30.10.14; “Relincho S.A. s/concurso preventivo s/inc. rev. 

por A.F.I.P. ”, del 12.6.14). 

El criterio señalado debe ser adecuado a cada situación concreta, según sus peculiares 

circunstancias. En el caso, hay que ponderar que el juez, al dictar sentencia en este 

incidente, tuvo en cuenta las aclaraciones brindadas por el organismo incidentista en  lo 

relativo  a  ciertas  duplicidades  que  se  presentaron  inicialmente  en  su reclamo, así 

como también la rectificación de errores de liquidación y falta de documentación de  

respaldo. Encontrado subsanadas todas esas insuficiencias, el juez admitió el pedido de 

revisión. De hecho, puede verse en la demanda que la actora repetidas veces hizo   alusión,   

expresamente,   a   la   rectificación   –total   o   parcial-   de   diversos certificados de deuda 

fiscal (v., por ej., fs. 375 vta. y fs. 376, y también fs. 392).  

El Fisco no dejó de explicar que asistía parcialmente razón a los liquidadores respecto de 

ciertos rubros objeto de tratamiento por estos últimos (v.fs. 375, fs. 378). 

En cierta medida, resulta claro que esta “etapa eventual” pudo haberse evitado si el 

acreedor hubiera efectuado su reclamo tempestivo sin incurrir en las contrariedades que 

afloraron luego y que quedaron superadas en el marco de este proceso. 

También   es   cierto,   sin   embargo,   que   la   cuestión   acerca   del privilegio   –ya   

tratado   por   el   síndico   al   informar   sobre   los   créditos-   pudo resolverse antes de 

este incidente. Lo mismo puede decirse de la incidencia del c.e.r. en la magnitud dineraria 

de las obligaciones aduaneras, lo cual ya había sido tratado en el informe individual (v. 

legajo adjunto a este incidente).  

En el régimen de las costas no hay que soslayar, en fin, que el juez de primera instancia 

dispuso la verificación de intereses con un tope máximo para   su   liquidación,   límite   que   

es   objeto   de   otra   reducción   en   este pronunciamiento. 

En ese contexto, habiéndose admitido en gran parte el reclamo fiscal, superando los errores 

iniciales y con el límite antedicho, el agravio será atendido   con   el   alcance   de   

distribuir   las   costas   en   el   orden   causado, temperamento que sigue el criterio más 

arriba recordado, que debe adaptarse a las particularidades de cada incidente (arg. art. 68, 

2do. párr., y art. 71, del código procesal). 

Esta   solución   es   extensible   a   los   gastos   de   Alzada,   dada   la naturaleza de los 

agravios que han sido tratados y el resultado sustancial del incidente. 

III. Por ello, se RESUELVE: a) admitir la apelación del Fisco Nacional en lo relativo al 

privilegio pretendido sobre la deuda aduanera y, en consecuencia, declarar que los créditos 

verificados en esta liquidación por tal concepto a favor de dicho acreedor quedan asistidos 

del privilegio general del art. 246, inc. 4to., LCQ; y b) admitir el agravio de la delegación 

liquidadora en lo relativo a los intereses, debiéndose aplicar la tasa máxima referenciada en 

el considerando II.ii) de esta sentencia, dejando aclarado lo decidido sobre el c.e.r. según lo 

allí dicho. Se imponen en el orden causado las costas del incidente en ambas instancias. 

Notifíquese por Secretaría. Hágase saber a la señora Fiscal General, a cuyo fin pasen estos 

autos a su público despacho, sirviendo la presente de nota de remisión. Oportunamente, 

cúmplase con la comunicación ordenada por el art. 4° de la Acordada de la Excma. Corte 

Suprema de Justicia de la Nación 15/13, del 21.5.2013. Hecho,   devuélvase   al   Juzgado   

de   primera   instancia   con   los expedientes y la documentación venida en vista. Firman 

los  suscriptos por encontrarse vacante la vocalía n° 8 (conf. art. 109 RJN). 

EDUARDO R. MACHIN - JULIA VILLANUEVA 

RAFAEL F. BRUNO          SECRETARIO DE CÁMARA 
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3. FECHA DE CESACION DE PAGO DEL GARANTE  

 

El garante por aplicación del art.68 LCQ se halla habilitado a concursarse aún estando in 

bonis. En este caso el concurso devino en quiebra. Cuando los quebrados no estaban en 

cesación de pagos con anterioridad a su presentación en concurso preventivo, no hay 

solución legal expresa respecto de la fecha de inicio de la cesación de pagos, pero se dio 

solución diciendo que la fecha de iniciación de ese estado no podrá ser anterior a esa 

efectiva presentación concursal (Junyent Bas, F. y Molina Sandoval, C., “Sistema de 

Ineficacia concursal”, Santa Fe, 2002, pág. 124; Heredia, Pablo D., Tratado Exegético de 

Derecho Concursal. Ley 24.522 y modificatorias. Comentada, anotada y concordada, 

Buenos Aires, 2005, Tomo IV, pág. 99). 

Pero en esta causa, el propio deudor manifestó que realmente se hallaba en cesación de 

pagos antes de su concursamiento y, cuando la sindicatura puso de relieve tal manifestación 

en su informe general el mismo no fue observado.  

A mi entender significa que a confesión de parte relevo de prueba.  

 

Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial SALA D 

22577/2015/CA1 DORNA CARLOS ALBERTO S/ QUIEBRA. 

 

Buenos Aires, 2 de octubre de 2018. 

1. El fallido apeló el pronunciamiento dictado en fs. 344, por medio del cual la jueza de 

primera instancia fijó como fecha de inicio del estado de cesación de pagos el día 7.7.14 

(art. 115, LCQ). Su recurso de fs. 358 -concedido en fs. 359- fue fundado con el memorial 

de fs. 363/367, que recibió réplica de la sindicatura en fs. 376/378. 

2. La señora Fiscal General ante esta Cámara dictaminó en fs. 408/410, aconsejando 

confirmar el pronunciamiento recurrido.  

3.(a) Para comenzar, debe recordarse que en nuestro sistema concursal la sentencia de 

quiebra se limita a constatar en el momento de su dictado la actual existencia del estado de 

cesación de pagos del deudor para justificar la apertura del procedimiento colectivo, y que 

ese pronunciamiento se complementa posteriormente con otra resolución judicial en la que 

se  precisa cuándo tuvo iniciación o se evidenció ese estado por sus manifestaciones 

exteriores; decisión que, por otra parte, resulta de indudable gravitación porque ese dato es 

necesario para la eventual promoción -por ejemplo- de acciones de recomposición 

patrimonial y de responsabilidad, evitando que resulten materia vacua los efectos 

retroactivos de la falencia (esta Sala, 7.7.15, “Tomasello Eduardo Antonio s/ quiebra s/ 

incidente de determinación de la fecha de cesación de pagos”). 

Vale mencionar -además- que tratándose de una cuestión no menor ni exenta de dificultad, 

la determinación de la fecha inicial de la cesación de  pagos impone al magistrado 

ponderar, de manera conjunta, todas las constancias fundamentales de la causa vinculadas 

con esa temática, entre ellas, el dato aportado por el propio deudor (arts. 11 inc. 2°; 86 y 88 

inc. 4°, LCQ), la información del síndico (art. 39, inc. 5°, ley cit), y las correspondientes 

observaciones si las hubiere (arts. 40 y 117), para formar su propia convicción, pues 

ninguna de las opiniones, incluso la del síndico, le resultan vinculantes (conf. esta Sala, 

7.7.15, “Tomassello…”, op. cit.). 

(b) En el caso, la quiebra indirecta de Carlos Alberto Dorna deriva del fracaso de su 

concurso preventivo, en cuyo trámite no obtuvo las conformidades previstas en el art. 45 de 
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la LCQ (v. fs. 161/167). Precisamente, al presentarse en concurso en los términos del art. 

11 de la mencionada norma, lo hizo como “garante” de Textil Bruselas S.R.L. (art.68, 

LCQ; v. fs. 2). Es necesario, entonces, definir cuál es el momento en que se produjo la 

cesación de pagos, fijando la fecha de su inicio en los términos del art. 115 de la LCQ, 

considerando a tales efectos que el garante se halla habilitado a concursarse aún estando in 

bonis. Así, corresponde poner de relieve que, en el caso de quebrados que no estaban en 

cesación de pagos con anterioridad a su presentación en concurso preventivo, no hay 

solución legal expresa. No obstante, al problema se ha contestado diciendo que la fecha de 

iniciación de ese estado no podrá ser anterior a la presentación en convocatoria de 

acreedores (Junyent Bas, F. y Molina Sandoval, C., “Sistema de Ineficacia concursal”, 

Santa Fe, 2002, pág. 124; Heredia, Pablo D., Tratado Exegético de Derecho Concursal. Ley 

24.522 y modificatorias. Comentada, anotada y concordada, Buenos Aires, 2005, Tomo 

IV, pág. 99). 

Pero hete aquí que, si bien como regla general podría decirse que la 

fecha de inicio del estado de cesación de pagos del garante que se concursó 

preventivamente no debería fijarse más allá de esa efectiva presentación concursal (si para 

entonces se hallaba in bonis), en el caso el propio deudor manifestó que realmente se 

hallaba en cesación de pagos antes de su concursamiento (v. fs. 3) y, cuando la sindicatura 

puso de relieve tal manifestación en su inimpugnado informe general (v. fs. 306/306vta.), 

nada controvirtió al respecto. 

En esas condiciones, y bajo las particulares circunstancias descriptas, no cabe sino 

confirmar la resolución apelada, dado que el inicio del estado de cesación de pagos 

determinado por la jueza anterior coincide con aquel denunciado por el deudor al 

presentarse en concurso. 

4. Como corolario de lo expuesto, y habiendo dictaminado la señora Fiscal General, se 

RESUELVE: Rechazar la pretensión recursiva de fs. 358, con costas (arts. 68/69, Cpr. y 

278, LCQ). 

5. Cúmplase con la comunicación ordenada por la Corte Suprema de Justicia de la Nación 

(ley 26.856 y Acordadas 15 y 24/13) y notifíquese electrónicamente a la Fiscal y a las 

partes. Fecho, devuélvase la causa, confiándose a la magistrada de primera instancia las 

diligencias ulteriores (art.36 inc. 1º, Cpr.).  

Gerardo G. Vassallo - Juan R. Garibotto- Pablo D. Heredia 

Pablo D. Frick  

Prosecretario de Cámara 

4. FIJAN BASE DE SUBASTA EN DOLARES - CANCELACION EN PESOS 

 

En el caso de autos se dictó sentencia de trance y remate en dólares, se taso el inmueble en 

dólares pero el juez de 1ra Instancia fijo la base de subasta en pesos. La cámara entendió 

que existían diversos factores que la llevaron a fijar la base en dólares para evitar perjuicios 

para ambas partes teniendo en cuenta la fuerte variación de la cotización de la divisa pese al 

escaso tiempo transcurrido. Sin perjuicio de ello habilita a los oferentes cancelar el precio 

final de compra con la cantidad de pesos necesarios para adquirir en el mercado los dólares 

correspondientes, según cotización del Banco de la Nación Argentina, del día en que cada 

pago sea concretado. 
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Cámara Nacional de APELACIONES EN LO COMERCIAL SALA D 

25339/2016/CA2 HARBARUK CRISTIAN JORGE C/ CORES DIEGO DANIEL S/ 

EJECUTIVO. 

 

Buenos Aires, 2 de octubre de 2018. 

1. La resolución de fs. 227 -mantenida en fs. 250- fijó en la suma de $ 4.970.000 la base de 

la subasta que ha de efectuarse en la presente ejecución. Tal decisión fue recurrida por 

ambas partes. Tanto el ejecutante (recurso de fs. 228/229), como el ejecutado (apelación 

subsidiaria de fs. 241/243), se agraviaron respecto de la moneda en la cual fue fijada la base 

(pesos), mientras que el deudor controvirtió, además, el monto por el cual fue establecida. 

2. La Sala advierte la configuración de ciertas circunstancias que resultan dirimentes para la 

recta solución del caso, y conducen fatalmente a la admisión de los agravios vinculados con 

la moneda en que ha de fijarse la base en estos obrados. A saber: 

* La presente ejecución se sustentó en dos pagarés librados en moneda extranjera -dólares 

estadounidenses- (v. copias de los referidos cartulares obrantes en fs. 12 y fs. 27). 

* La intimación de pago y citación para oponer defensas dirigida contra el ejecutado 

también se ordenó y se hizo efectiva en dicha moneda (v. providencias de fs. 16/17 y fs. 31, 

y mandamiento obrante en fs. 37). 

* El embargo trabado sobre el inmueble que habrá de subastarse en la presente causa se 

hizo efectivo y fue inscripto en el Registro de la Propiedad pertinente en dólares 

estadounidenses (v. constancias obrantes en fs. 76/78). 

* La sentencia de trance y remate dictada en fs. 48/49 mandó llevar adelante la ejecución 

hasta hacer al acreedor íntegro pago de las sumas de dólares estadounidenses cincuenta mil 

(U$S 50.000) y dólares estadounidenses sesenta mil (U$S 60.000). 

* El pronunciamiento de esta Sala de fecha 22.8.17 tuvo especialmente en cuenta la 

moneda en que se mandó llevar adelante la ejecución para fijar una tasa pura anual del 6% 

a los fines del cómputo de los réditos (v. fs. 72). 

* La valuación del inmueble efectuada por la martillera actuante en la causa luego de la 

correspondiente constatación fue también expresada en dólares estadounidenses (v. 

presentación de fs. 214/216). 

* Tanto el ejecutante como el ejecutado -como así también la martillera- han coincidido en 

la conveniencia de establecer en el sub lite la base de la subasta en la moneda extranjera de 

refencia, pues una distinta solución podría acarrear perjuicios para ambas partes (v. fs. 

228/229, fs. 241/243, fs. 247 y fs. 249). 

Los extremos señalados en la reseña precedentemente efectuada resultan suficientes, a 

criterio del Tribunal, para concluir por la pertinencia de fijar en el caso la base de la subasta 

en dólares estadounidenses. Lo expuesto, máxime cuando en el sub examine aparece 

evidente la trascendente modificación que la variación en la cotización del dólar 

recientemente acaecida provocó en el valor de la base desde que ésta fue fijada en la 

anterior instancia, pese al escaso tiempo transcurrido. 

Todo ello, sin perjuicio de la posibilidad de hacer saber en el acto del remate que los 

oferentes podrán cancelar el precio final de compra con la cantidad de pesos necesarias para 

adquirir en el mercado los dólares correspondientes, según cotización del Banco de la 

Nación Argentina, del día en que cada pago sea concretado. 

3. En cuanto a la crítica ensayada por el ejecutado, relacionada con el monto de la base, la 

Sala juzga que la suma propuesta por la martillera en fs. 249 (U$S 160.322,58), resulta 
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acorde con la pretensión de las partes, responde a los elementos anexados a la causa (v. 

diferentes tasaciones aportadas), y respeta los parámetros establecido por el art. 578 del 

código de rito. En consecuencia, es en dicha suma que ha de establecerse la base de venta, 

teniendo en consideración, además, que tal fijación no implica necesariamente que el bien 

sea enajenado en ese precio, sino que sólo representa un piso a partir del cual partirá la puja 

en el acto del remate, lo cual aventa la posibilidad de gravamen actual e irreparable para el 

ejecutado (conf. esta Sala, 17.4.18, “Stevanovich, Miguel s/ quiebra s/ incidente de venta 

del inmueble sito en Emilio Mitre 814 Capital Federal”; íd., 31.10.11, “Res, Ángel Emilio 

s/ quiebra s/ incidente de venta de inmueble”; íd., 13.11.12, “Banco Nazionale del Lavoro 

S.A. c/ Le Radial S.R.L. y otros s/ ejecutivo”; íd., 30.7.13, “San Segundo, Carlos Alberto s/ 

propia quiebra”; íd., CNCom., Sala E, 10.3.08, “Erbo S.A. s/ quiebra s/ concurso especial 

promovido por Petus, María”). 

4. Las costas de Alzada habrán de distribuirse en el orden causado; ello, en atención a la 

posición asumida por cada una de las partes y al modo en que se decide (conf. cpr 68, 

segundo párrafo). 

5. Por todo lo hasta aquí expuesto, se RESUELVE: (i) Admitir sendas pretensiones 

recursivas de fs. 228/229 y fs. 241/243 con el alcance que se desprende de este 

pronunciamiento. (ii) Distribuir por su orden las costas de Alzada. Cúmplase con la 

comunicación ordenada por la Excma. Corte Suprema de Justicia de la Nación (Ley 26.856 

y Acordadas 15/13 y 24/13) y notifíquese electrónicamente. Fecho, devuélvase sin más 

trámite, confiándose a la señora juez de primera instancia proveer las diligencias ulteriores 

(art. 36 inc. 1º, Código Procesal). 

Gerardo G. Vassallo 

Juan R. Garibotto 

Pablo D. Heredia 

 

5.  EXCEPCION A LA LIQUIDACION Y OCUPACION: PROPIEDAD 

COMUNITARIA DE LA TIERRA DE PUEBLOS ORIGINARIOS LEY 26.160 

 

Este caso también fue expuesto por la fiscal de cámara la Dra. Boquín en su charla en el 

CPCECABA del corriente año.  

En el mismo se plantea la suspensión de la subasta de un campo porque previamente debe 

descartarse la existencia de población comunitaria indígena (comunidad de pueblos 

originarios) y asegurarse que de existir otro tipo de ocupación, la misma es ilegal e 

ilegítima debiendo ordenarse el lanzamiento. 

Esto es necesario porque la propiedad comunitaria de tierras en cabeza de aquellos que 

tradicionalmente la han ocupado, está protegido por la Constitución Nacional, al garantizar 

que ninguna de ellas será enajenable, transmisible, ni susceptible de gravámenes o 

embargos. Esto debido a la suscripción del Convenio OIT 169 (Organización Internacional 

del Trabajo) sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, que es un tratado 

internacional adoptado por la Conferencia Internacional del Trabajo en Ginebra, el 27 de 

junio de 1989, siendo ratificado por nuestro país por la Ley 24071.  El Art.14 de dicha ley 

indica: “1. Deberá reconocerse a los pueblos interesados el derecho de propiedad y de 

posesión sobre las tierras que tradicionalmente ocupan. …2. Los gobiernos deberán tomar 

las medidas que sean necesarias para determinar las tierras que los pueblos interesados 
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ocupan tradicionalmente y garantizar la protección efectiva de sus derechos de propiedad y 

posesión. ….” 

Además, el congreso prorrogó la   Ley   26160,   que suspende   los   desalojos   de   las   

comunidades   indígenas. El Art.1 de esa norma establecia: “ARTICULO 1º — Declárase la 

emergencia en materia de posesión y propiedad de las tierras que tradicionalmente ocupan 

las comunidades indígenas originarias del país, cuya personería jurídica haya sido 

inscripta en el Registro Nacional de Comunidades Indígenas u organismo provincial 

competente o aquellas preexistentes, por el término de 4 (CUATRO) años. ARTICULO 2º 

— Suspéndase por el plazo de la emergencia declarada, la ejecución de sentencias, actos 

procesales o administrativos, cuyo objeto sea el desalojo o desocupación de las tierras 

contempladas en el artículo 1º. La posesión debe ser actual, tradicional, pública y 

encontrarse fehacientemente acreditada. (Nota Infoleg: por art. 1° de la Ley N° 27400 B.O. 

23/11/2017 se prorroga el plazo establecido en el presente artículo, hasta el 23 de 

noviembre de 2021) 

Por este motivo se oficia al Instituto Nacional de Asunto Indígenas, cada 60 días a los fines 

de que informe el estado de la delimitación y demarcado de las tierras cuya propiedad 

comunitaria se invoca.  

 

CNCOM SALA E Expte. 26962/2006/7- BANCO ODDONE  S.A.  s/QUIEBRA  

s/INCIDENTE DE VENTA POR EL B.C.R.A.  DE FRACCION DE CAMPO DE LA 

PROVINCIA DE SALTA Juzg.11 Sec. 22 PETICIONANTE: UNION DE 

DIAGUITAS Y CALCHAQUIES Y OTROS 

 

Buenos Aires, 15 de noviembre de 2017. 

1. Por recibido. Téngase presente.2.(i)   Con   fecha   29.09.17,   se   remitieron   las   

presentes actuaciones a la Sra. Fiscal de Cámara en virtud de lo dispuesto en fs. 1878, a los 

fines de poner en su conocimiento el resultado de la constatación ordenada en autos. 

(ii) Con fecha 07.11.17, la Sra. Fiscal de Cámara se expidió en los términos que obran en el 

dictamen que luce en fs. 1892/1904. 

(iii)  En   primer   lugar,   cabe   destacar   que   más   allá   de   las manifestaciones   

vertidas   en   el   citado   dictamen,   lo   cierto   es   que   de   las constancias de la causa se 

desprende que las constataciones dispuestas con fecha   16.09.16   y   17.04.17   fueron   

ordenadas   en   consonancia   con   lo establecido   por   el   Superior   con   fecha   

31.10.16,   en   cuanto   dispuso suspender   el   remate   del   inmueble   que   concierne   a   

este   incidente,   hasta tanto   se   concluya   con   la   delimitación   y   demarcado   de   las   

tierras   cuya propiedad comunitaria se invoca. Este Tribunal siempre tuvo presente que en 

la citada decisión se dispuso clara y expresamente que el remate del inmueble que 

concierne a   este   incidente    debía   suspenderse   hasta   tanto   se   concluya   con   la 

delimitación y el demarcado de la tierras cuya propiedad comunitaria se invoca; extremo 

que a la luz de lo recientemente informado a fs. 1906/1907 no se encuentra concluido al día 

de la fecha.  En tal sentido, es preciso recordar que no solo en la decisión de fecha 

12.04.16, se dejó expresa constancia que el remate ordenado en autos   se   encontraba   

suspendido   hasta   tanto   se   concluyera   con   la delimitación   y   demarcado   de   las   

tierras   cuya   propiedad     invoca   la Comunidad Diaguita San Miguel y la Comunidad La 

Unión de Diaguitas y Calchaquíes , sino que en la decisión de fecha 12.05.16, se ordenó 

notificar dicha   suspensión   a   la   comunidades   indígenas   Unión   de   Diaguitas   de 
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Calchaquíes y Diaguita San Miguel hasta tanto se dilucide la demarcación territorial (v., fs. 

1145/1146). Respecto de las citadas diligencias ordenadas, no puedo dejar de destacar  que 

las mismas fueron soportadas con fondos de la quiebra -previa cuantificación de los montos 

por parte del Tribunal interviniente (v., fs. 1581 y fs. 1778-,  en la inteligencia de que  

resultaban necesarias a los fines de determinar quién se encontraba habitando los lotes 

constatados y las circunstancias relativas a la explotación de los mismos, debiéndose 

señalar   que   dichas   decisiones   no   fueron   objeto   de   impugnación   ni   de 

cuestionamiento alguno por las partes intervinientes en autos.  

Por   otro   lado,   no   se   desconoce   que   la   autoridad   idónea   y encargada   por   

mandato   legal   de   la   determinación   y   delimitación   del territorio  tradicionalmente  

ocupado  por  las  comunidades  indígenas  es  el Instituto Nacional de Asunto Indígenas. 

Sin embargo, tampoco puedo soslayar que, como bien señala la   Sra.   Fiscal   de   Cámara,   

al   día   de   la   fecha   no   sólo   no   se   encuentra concluido el relevamiento técnico, 

jurídico y catastral dispuesto por el art. 3 de la ley 26160, decreto 1122/07 y la resolución 

INAI nº 587/07, sino que se añade que de la contestación que obra en fs. 1906/7, se 

desprende que Comunidad Diaguita San Miguel aún no ha sido abordada por el programa 

encontrándose en el listado de comunidades a ser relevadas, mientras que la Comunidad   

La   Unión   de   Diaguitas   y   Calchaquíes,   ha   sido   abordada mediante la modalidad de 

co-ejecución entre los meses de diciembre de 2015 y febrero de 2016, no habiendo recibido 

a la fecha el equipo central del programa de relevamiento territorial los elementos de la 

carpeta técnica para su correspondiente monitoreo. 

En dicho marco, y más allá de lo señalado por la Sra. Fiscal de   Cámara,   en   relación   a   

las   diversas   presentaciones   efectuadas   por   la sindicatura, lo cierto es que no se ha 

adoptado medida alguna que importe desconocer lo decidido por el Superior, toda vez que 

conforme señalara precedentemente    resulta    imprescindible   que   el    órgano   estatal 

correspondiente  adopte temperamento, lo que –reitero- a la fecha no ha sucedido. 

Efectuadas  dichas  precisiones, y a la luz de las  respuestas brindadas por el Instituto 

Nacional de Asunto Indígenas, y a lo dictaminado por la Sra. Fiscal de Cámara, 

corresponde ordenar a la sindicatura que cada 60 días, libre oficio a dicho organismo, a los 

fines de que informe el estado de la delimitación y demarcado de las tierras cuya propiedad 

comunitaria se invoca en el presente incidente, máxime cuando resulta  público y notorio 

que en la actualidad tanto la Cámara de Diputados  como la Cámara de Senadores   

prorrogó   por   el   término   de   cuatro   años   la   Ley   26160,   que suspende   los   

desalojos   de   las   comunidades   indígenas,   es   decir,   que   la prórroga aprobada hasta 

el 23.11.21 permitirá finalizar  con el relevamiento de la ocupación territorial ancestral par 

parte de las comunidades indígenas.  

(iv) Por otro lado, en el punto 3.2. de su dictamen, la Sra. Fiscal efectúa un relato de las 

circunstancias relacionadas con el suministro de agua de las tierras ocupadas y que fueran 

expuestas en la denuncia que obra en fs. 1332/1334 y todo lo acontecido en relación a ello, 

las peticiones formuladas   por   el   Síndico   Legal   y   lo   actuado   por   el   Juzgado   en   

su consecuencia. Preliminarmente, señalaré que con fecha 12.05.16, se requirió a la 

sindicatura que efectué un relato pormenorizado de los contratos de arrendamiento   

oportunamente   suscriptos   en   relación   a   las   tierras   en cuestión, indicando la parcela 

involucrada, la finca o paraje, los montos percibidos   individualizando   el   titular   de   los   

respectivos   contratos   de arrendamiento. Con   fecha   23.06.16   y   13.09.16,   la   

sindicatura   dio cumplimiento a lo requerido y con fecha 27.06.16, se puso en 
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conocimiento de la Sra. Fiscal de Cámara lo informado en dicha oportunidad, vista que 

fuera   contestada   con   fecha   24.08.16,   en   los   términos   que   lucen   en   fs. 

1332/1334. En virtud de lo requerido por la Sra. Fiscal de Cámara, con fecha   29.08.16   se   

intimó   a   la   sindicatura   a   los   fines   de   que   tome   la intervención que le 

corresponde como administradora de los bienes de la fallida, garantizándose los turnos de 

riego respecto de todas las familias que habitan la zona ancestral a los fines de que cuenten 

con ese elemento indispensable.  

Asimismo, con relación a la invocada existencia de aparcerías sobre las tierras de la fallida, 

se intimó a la sindicatura a que se interiorice respecto de la situación actual y explotación 

de las tierras, hasta tanto se defina   la   situación   definitiva,   cursándose   intimación   

respecto   del   Sr. Miguel Guitian a fin de que acredite en autos en qué carácter explota las 

tierras   de   propiedad   de   la   fallida   y   brinde   las   explicaciones   del   caso respecto 

de los hechos denunciados. La sindicatura contestó la intimación con fecha 13.09.16, en los 

términos que lucen en la presentación obrante en fs. 1440/1446 a cuyos términos cabe 

remitirse en honor a la brevedad expositiva.  

Sin   perjuicio   de   ello,   cabe   destacar   que   indicó   que   es responsabilidad   del    

consorcio   de   aguas el   suministro,   distribución   y evacuación de sus excedentes en su 

zona de influencia, agregando que el campo que nos ocupa se encuentra dentro de los 

límites de actuación del Consorcio de Usuarios del Sistema Hídrico La Poma, cuyo 

presidente es el Sr. Santiago Yapura, lo que se condice con lo informado en fs. 1694.  

Por  otro   lado,  manifestó   que  no  existe   ningún  contrato   de explotación de tierras 

vigentes; extremo por el cual cualquier ocupación y/o explotación por cualquier ocupante 

que invoque derechos de arrendamiento o   explotación   resulta   ilegal   e   ilegítima,   

solicitando   que   se   ordene   el libramiento de un mandamiento de constatación a los 

dichos fines.  Es decir, más allá de lo expuesto en el pto 2.(i) que antecede, cabe puntualizar 

que fue en dicho marco procesal en el cual se ordenó el libramiento del mandamiento de 

constatación, cuyo oficio original obra en fs.   1610,   debiéndose   notar   que   en   dicha   

pieza   procesal   no   se   hace referencia alguna a que la misma se realizaba a los fines de 

su posterior subasta   judicial  como surge de fs. 1639,  ni tampoco de la presentación 

efectuada por la sindicatura en fs. 1634/1636.   

Sin   perjuicio   de   ello,   tampoco   dejo   de   recodar   que   el Defensor Oficial  -

Comunidad Diaguita San Miguel- en su presentación de fs.   1593/1596,   solicitó   a   este   

Tribunal   que   se   adopten   las   medidas necesarias   para   disponer   la   adecuación   

cultural   del   mandamiento   de constatación del estado de ocupación y características de 

los inmuebles de la   fallida   a   fin   de   respetar   el   derecho   al   territorio   de   las   

comunidades indígenas residentes en el territorio.   

Con fecha 17.04.17, a la luz de lo que se desprende de las diligencias oportunamente 

ordenadas en el marco de la causa relativas a la constatación efectuada y lo solicitado por el 

titular de la Defensoría Pública Nº   2 en  su  contestación   de  fs. 1724/26,   el  Tribunal  

consideró  prudente acceder a las nuevas medidas peticionadas. Ello, a los fines de contar 

con la adecuación cultural étnica pretendida y a la luz de lo expuesto en los puntos b) y c) y 

así complementar las indagaciones y las informaciones recabadas, ampliar la constatación 

realizada por el Sr. Juez de Paz de la Provincia de Salta  y -sobre todo- a los fines de poder 

contar con la mayor cantidad de elementos posibles a los efectos de dilucidar las cuestiones 

planteadas, sin alterar   los   derechos   de   ninguno   de   los   intervinientes;   dicha   

medida   no mereció cuestionamiento alguno de las partes intervinientes. Ahora bien, en el 
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cuarto párrafo de fs.1902 vta., la Sra. Fiscal de Cámara opina que correspondería la 

designación de una sindicatura “ad hoc”     “en   tanto   los   hechos   verificados   (y   sus   

omisiones)   involucran   o podrían   involucrar o comprometer la responsabilidad de la 

Sindicatura Legal...”. Sin   embargo,   en   la   opinión   del   Suscripto   y   teniendo   en 

consideración la actividad desplegada en el  sub examine, lo cierto es que no se encuentra 

actualmente verificado que el órgano sindical  haya incurrido en conductas que ameriten su 

desplazamiento a los fines pretendidos por la Sra.   Fiscal,   como   así   tampoco   que   su   

desempeño  actual   justifique   la designación de una Sindicatura“ad hoc”  para la 

realización de las tareas que le fueron encomendadas a la Sindicatura Legal. 

A ello, cabe agregar que tampoco en el dictamen que luce en fs.   1892/1904   se   

encuentran   individualizadas   en   forma   concreta   las conductas   ya   sea   por   acción   

u   omisión   que   ameriten   adoptar   un temperamento sancionatorio preventivo. En 

consecuencia, y en mi carácter de director del proceso, entiendo que en la  actualidad no se 

encuentran reunidos   elementos   suficientes   que   me   convenzan   de   adoptar   un 

temperamento   diferente   al   precedentemente   explicitado.   Lo   que   así   se decide. 

(v)  Finalmente, respecto de lo dictaminado en el pto 3.3. por la Sra. Fiscal de Cámara en 

torno a la celebración de una  audiencia en los términos del CPr. 36, no dejo de observar 

que si bien dicha audiencia fue requerida por el Defensor Oficial  a fs. 1882/85, de 

conformidad con lo señalado en el  pto (i) que antecede  y lo señalado por la Sra. Fiscal  de 

Cámara su fijación resulta  prematura, teniendo en consideración que hasta tanto no se 

concluya con la delimitación y demarcado de las tierras cuya propiedad   comunitaria   se   

invoca   en   el   presente   incidente   por   parte   del Instituto Nacional de Asuntos 

Indígenas, este Tribunal no podría adoptar temperamento alguno. Lo que así se hace saber. 

3.  En   virtud   de   lo   informado   en   fs.   1796,   intímase   a   la sindicatura para que, en 

el plazo de cinco días, acredite el cumplimiento de lo   dispuesto   en   fs.   1798,  in   fine, 

  cuyo   oficio   fuera   librado   con   fecha 04.09.17,   como   así   también,  en   virtud   de   

no  haber   merecido   respuesta, reitere los oficios cuyos diligenciamientos obra en fs. 

1887/1888.   

4. Sin perjuicio de lo señalado en el pto 2.(iv) que antecede, líbrese oficio a los  fines  de 

conocer el estado actual  de las  actuaciones “Averiguación de Ilicito – IP nº 24/16”, 

encomendándole su confección y 

diligenciamiento a la sindicatura.  

5.  Asimismo, líbrese oficio al Presidente del Consorcio de Usuarios del Sistema Hídrico 

La Poma  -Sr. Santiago Yapura-  a los fines de   que   manifieste   lo   que   estime   

corresponder   respecto   de   la   denuncia inherente  al suministro de agua formulada a fs. 

1296/1331,    a cuyo fin acompañe   copias   de   las   citadas   piezas.   Encomiéndase   su   

confección   y diligenciamiento a la Sindicatura. 

6. Por último, sin perjuicio de lo solicitado por la sindicatura en   fs.   1815/1819   en   

relación   al   lanzamiento   del   Sr.   Miguel   Guitan, teniendo   en   consideración   la   

presentación   de   fs.   1514/1517,   previo   a adoptar temperamento, intímase a la 

sindicatura que manifieste su posición actual en relación al lanzamiento solicitado como así 

también se expida en forma expresa en relación al pedido de audiencia incoado 

oportunamente.  

7.   Notifíquese   electrónicamente   por   Secretaría   a   la sindicatura, a la Sra. Fiscal de 

Cámara   y al Defensor Oficial (Acordada 23/17 CSJN). 

FERNANDO I. SARAVIA. JUEZ 
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Buenos Aires, 31 de marzo de 2016.- 

Y VISTOS: 

1. La Poma S.A. apeló la resolución de fs.   486/490   en   la   cual   el   juez   de   primera   

instancia dispuso la venta en los términos de la LCQ: art. 204 – mediante un mecanismo de 

mejora de oferta- de la fracción de campo ubicada en la provincia de Salta, a la cual 

concierne   este   incidente,   dejando   sin   efecto   el procedimiento de venta en los 

términos de la Res. 566/96del BCRA, el cual había sido adoptado cinco años antes.  

Sostuvo   el   recurso   con   los   agravios expresados a fs. 733/737, los que fueron 

contestados por la sindicatura legal ejercida por el Banco Central de la República   

Argentina   (fs.   746/750),   por   el   veedor designado (fs. 757), por la síndica de la 

quiebra de Luis Oddone (fs. 760/761) y por Luis Oddone y Banco Oddone S.A. (fs. 

765/767).  

A fs. 776/781 emitió su dictamen la representante del Ministerio Público Fiscal ante esta 

Cámara y a fs. 782/785 esta Alzada dispuso una serie de medidas a fin de obtener 

información acerca del estado de ocupación, posesión y titularidad de las fracciones del 

“Campo la Poma”. 
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Asimismo, se ordenó dar intervención a la Comunidad Diaguita Calchaquí del 

Departamento de La Poma, para que se presente en las actuaciones a efectos de hacer valer 

los eventuales derechos posesorios que pudiera tener respecto de esas tierras.  Cumplidas 

esas medidas, el juez de grado elevó las actuaciones y la Fiscal de Cámara emitió a 

fs.1081/1092 un nuevo dictamen. Finalmente a fs. 1196 la sindicatura del Banco Central 

acompañó el expediente administrativo en donde el recurrente formuló la oferta de compra 

y a fs. 1098 fueron recibidas las actuaciones principales. 

2. A través del pronunciamiento del 2/05/07 dictado en los autos principales, la magistrada 

que intervenía por entonces en la quiebra del Banco Oddone S.A. resolvió que todos los 

bienes integrantes del activo falencial cuya venta no se hubiera dispuesto mediante 

procedimiento licitatorio debían ser enajenados por el BCRA a través del mecanismo 

previsto por la Res. 566/96 (v. fs. 4830/4836 del expediente de la quiebra). 

Entre esos bienes se encontraba la fracción de campo que concierne a este incidente. En el 

marco de la licitación realizada por el B.C.R.A., y tal como lo indicó esta Sala en su 

anterior resolución, luego de que el segundo oferente desistiera de su ofrecimiento, se 

publicó el inmueble en la página web del B.C.R.A., recibiendo una oferta del Sr. Sanchez 

Sorondo, en representación de La Poma S.A. A esa oferta –de $ 2.126.000- se le dio el 

tratamiento dispuesto por la normativa antes citada. Luego, frente al resultado negativo del 

llamado a mejorar ese ofrecimiento, se acompañó el proyecto de la resolución 

administrativa de aceptación de la oferta de compra efectuada por La Poma S.A., y se le 

hizo saber al tribunal que, de no mediar objeción, se procedería a la firma de la resolución 

proyectada y a la suscripción del boleto de compraventa y posterior otorgamiento de la 

escritura traslativa de dominio –v.fs. 435/436-. 

Entre otras cuestiones, en el mentado proyecto se dejó constancia de que: (i) el valor de 

mercado de los inmuebles al mes de julio de 2009 era de $ 2.260.000; (ii) que la oferta era 

superior a la base de la subasta con la que los inmuebles se publicaron en la licitación del 

27/05/08, que ascendía a la suma de $ 2.121.000; (iii) que el precio de la operación había 

sido reducido en $ 15.615,75, en forma proporcional a la superficie que era objeto de 

expropiación en un juicio promovido en la Provincia de Salta y (iv) que de haberse 

efectuado una nueva licitación se hubiera podido reducir la base en un 20%, es decir que la 

misma hubiese sido de $ 1.698.800 -v. fs.431/432-.  

El 6/04/11, es decir transcurridos casi dos años de concretada la venta, el Banco Central de 

la República Argentina y La Poma S.A procedieron a suscribir el boleto de compraventa –

v. fs. 438/440-.  

De esa presentación se le confirió traslado al fallido y al veedor. El Sr. Luis Oddone se 

opuso a fs. 466 invocando su derecho al remanente. Además, adujo que el precio obtenido 

por la venta era exiguo y que el procedimiento llevado a cabo por el Banco Central carecía 

de transparencia. El veedor, por su parte, no formuló objeciones. 

La recurrente sostuvo que la decisión adoptada por el magistrado de grado “aniquila” 

derechos irrevocablemente adquiridos al amparo de un procedimiento regular, concluido 

con la firma del boleto de compraventa. 

Manifestó también que el juez de grado no explicó los motivos por los cuales el primer 

llamado a mejorar oferta resultaba “de hecho” inválido, sin que nadie lo hubiese pedido, ni 

hizo ninguna referencia respecto de su derecho a exigir la transmisión de dominio y, 

eventualmente, la devolución del pago del 40% del precio. 
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Dijo que el pago de $ 631.553,70, que hizo para completar el precio, y el importe abonado 

en concepto de honorarios al Banco Ciudad por la tasación del inmueble, acordaron a su 

parte el carácter de adquirente definitivo con derecho a escrituración. 

3. La cuestión a dilucidar consiste entonces en determinar si La Poma S.A. adquirió de 

manera definitiva el derecho a escriturar los inmuebles por los cuales formuló la oferta y, si 

por tal motivo, la resolución dictada por el juez debe ser revocada.  

El procedimiento de venta adoptado originariamente respecto de los inmuebles situados en 

la Provincia de Salta ha de ser calificado como “venta judicial”, pues fue ordenado por un 

juez de la Nación y su modalidad no difiere de aquél que se emplea para enajenar los 

activos en la generalidad de los procesos falenciales.  

Esa caracterización permite sostener que, de acuerdo a lo prescripto por el art. 586 del 

Código Procesal, la consolidación del dominio a favor del comprador se materializa por 

medio de la aprobación del acto de venta, el pago del precio y la entrega de la posesión del 

inmueble (CNCom, Sale E, “Rottari S.A. s/ quiebra s/ incidente de venta” del 18/07/06; 

“Banco Oddone S.A. s/ quiebra s/ incidente de autorización de venta de inmueble Tucumán 

815/21/25 (U.F.3)” del 1/09/14). 

En el caso de autos, no medió por parte del juez de la quiebra una resolución que aprobara 

el remate y modificara la condición de oferente de La Poma S.A. Tampoco se pagó la 

totalidad del precio ni, obviamente, se entregó la posesión. 

En efecto, véase que la presentación de fs. 434/436 efectuada por la sindicatura de la 

quiebra del Banco Oddone S.A. fue incorporada al expediente sin que el juez dictara una 

resolución expresa que aprobara el remate –fs. 437-. 

Por lo demás, el hecho de que se hubiera suscripto el boleto de compraventa y pagado las 

sumas consignadas en el contrato tampoco han otorgado al oferente el carácter de 

adjudicatario definitivo pues, en rigor, tales actos se realizaron antes de la oportunidad 

fijada en el pliego licitatorio, cuyo contendido debió conocer la oferente por ser un 

antecedente del llamado a mejorar oferta. En el mismo, se estableció que las ventas eran  ad 

corpus y que su aprobación por parte del directorio del BCRA se encontraba sujeta a la 

Previa aprobación del juez.  

Recién ahí, debía comunicarse al oferente la aceptación de la oferta y la fecha de 

suscripción del boleto –v. pliego agregado a fs. 33/37 del expediente administrativo, puntos 

3.1 y 3.2-.  En consecuencia, la recurrente no posee un derecho adquirido a obtener la 

escrituración del inmueble por el que formuló oferta, sin perjuicio de las peticiones que 

podrá formular en orden a que se le reintegre lo abonado en la instancia administrativa. 

Al margen de ello, observa la Sala que el llamado a mejorar la oferta de La Poma S.A. 

llevado a cabo por el BCRA fue efectuado teniendo en cuenta una tasación realizada por el 

Banco Ciudad de Buenos Aires más de un año antes de concretada la venta, y que si bien 

los valores informados luego por la misma entidad oficial no difieren demasiado de esa 

primigenia tasación –v. fs.1/11 y 243 del expediente administrativo- en autos existen 

elementos que permiten estimar que el valor de los inmuebles sería actualmente mucho 

mayor.  

En efecto, véase que los inmuebles matrículados N° 148 y 151 - excluidos de la venta por 

ser objeto de un juicio de expropiación- fueron tasados por el Banco Ciudad en el año 2009 

en la suma de $ 5.000 y $24.200, cada uno respectivamente, mientras que el Tribunal de 

Tasaciones de la Provincia de Salta aprobó con fecha 29/04/14 para esa misma superficie el 

valor total de $ 407.632,29 –v. fs. 952/955 de estas actuaciones-. 
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Ello, sumado a la escasa publicidad que tuvo el llamado a mejorar oferta de La Poma S.A., 

que conforme surge del expediente administrativo habría sido anoticiada únicamente en la 

página web de esa institución (v. fs. 223/232 del expediente administrativo) permiten 

concluir que la decisión del juez, fundada en lo prescripto por la LCQ: art. 204, ha sido 

acertada.  

Por todo ello, el recurso planteado por La Poma S.A. será rechazado. 

4. Cabe entonces analizar la cuestión propuesta por la Fiscalía de Cámara, quien propició la 

suspensión de la subasta en trámite hasta tanto se diluciden las cuestiones atinentes al 

derecho que la Comunidad Diaguita San Miguel invocó respecto de las tierras objeto de 

remate. 

Tal como se señaló en la resolución anterior dictada por esta Sala, la Constitución Nacional 

reconoce la preexistencia étnica y cultural de los pueblos indígenas argentinos y la 

personería jurídica de sus comunidades, como así también la posesión y propiedad 

comunitaria de las tierras que tradicionalmente ocupan y la obligación de regular otras 

aptas para el desarrollo humano (art. 75 inc. 17)  

En esta misma línea, el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo, sobre 

pueblos indígenas y tribales, de jerarquía supra legal, en su artículo 14.3 dispone, 

precisamente, que “deberán instituirse procedimientos adecuados en el marco del sistema 

jurídico nacional para solucionar las reivindicaciones de tierras formuladas por los pueblos 

interesados”. En nuestro derecho interno, se encuentra actualmente vigente respecto de esta 

cuestión territorial, la ley 26.160 (prorrogada por las leyes 26.554 y 26.894). 

Dicha norma declaró desde el año 2006 la emergencia en materia de posesión y propiedad 

de las tierras que tradicionalmente ocupan las comunidades indígenas originarias del país, y 

puso en cabeza del INAI la realización del relevamiento técnico, jurídico y catastral de la 

situación dominial de las tierras ocupadas por las comunidades indígenas y la facultad 

depromover las acciones que fuera menester con la 

participación de los organismos que indica en su texto. 

En autos la Comunidad Diaguita San Miguel, que posee personería jurídica, reclamó “la 

posesión y propiedad” de las tierras que conciernen a este incidente –v. fs. 962/963 y 986-. 

Surge, además, de la contestación de oficios librados al INAI, que todavía no está 

concluido el Relevamiento técnico, jurídico y catastral, dispuesto por el art. 3° de la ley 

26.160; decreto PEN N° 1122/07 y la Resolución INAI N° 587/07 respecto de la referida 

comunidad –v. fs. 980/984-. En efecto, el INAI refirió en sus contestaciones que  “la 

Comunidad Diaguita San Miguel posee personería jurídica y ha solicitado la intervención 

del organismo debido a que en este proceso se encontraría involucrada la tierra que ocupa”. 

Asimismo, señaló que esa comunidad  “comenzó a ser abordada por la ejecución del 

mencionado programa” y explicitó las etapas del procedimiento pendiente que concluirá 

con el dictado  “de la resolución administrativa que acreditará el carácter de la ocupación 

de la comunidad”. Finalmente, solicitó el organismo que se informe respecto del estado de 

avance del expediente y “si se ha evaluado la pertinencia de la emergencia declarada 

mediante la ley 26.160 y sus prórrogas”, y a fs. 1034/1036 reiteró que la Comunidad 

requirente  “se encuentra contemplada en el listado de comunidades a ser abordadas”.  

Por otra parte, se desprende de las actuaciones que el inmueble correspondiente a la 

matrícula 282 –cuya superficie es de 52.814 ha 570,81 m2, es decir aquél que abarca la 

mayor parte del campo- fue declarado de utilidad pública y sujeto a expropiación por la ley 

provincial 7090, con destino a la “adjudicación de sus actuales ocupantes”. Y si bien la 
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sindicatura adujo que el juicio de expropiación únicamente se había iniciado respecto de las 

dos matrículas que fueron excluidas de la venta, por lo que existía un error en la 

información brindada a fs. 642 por la Fiscalía de la Provincia de Salta, se halla pendiente la 

respuesta al oficio librado a fs. 648 a fin de que se clarifique tal cuestión. 

En ese contexto, teniendo en cuenta la normativa citada, la Sala estima acertada la 

propuesta que formula la Fiscal General, en orden a que se suspenda el procedimiento de 

venta a las resultas de la determinación y demarcado de las tierras cuya propiedad 

comunitaria se invoca.Ello pues dicha comunidad se encuentra respaldada por las 

previsiones de la ley 26.160, que prevé la “suspensión de actos cuyo objeto sea el desalojo 

o desocupación de tierras” y el remate es justamente un acto de ese tipo (CNCom, Sala B, 

“Maccarone Luciano Hernán y otros c/ Grupo Olivo Argentino S.A. y otros s/ ejecutivo” 

del 13/05/15). No obstante ello, y si bien la vigencia de la suspensión prevista por la ley 

21.160 fue prorrogada hasta el 23 de noviembre de 2017 (ley 26.894),  se encomienda al 

magistrado de primera instancia evaluar las alternativas propuestas por la Fiscal General a 

fs. 1092 a fin de encontrar una rápida solución a la cuestión planteada, preservando el 

derecho de todas las partes involucradas en el conflicto.  

5. Por lo expuesto, y demás fundamentos que –en lo pertinente- fueron brindados en el 

dictamen de fs. 1081 y sig., se resuelve: a) rechazar el recurso planteado por La Poma S.A; 

con costas en el orden causado, atento las particularidades de la cuestión debatida; b) 

suspender el remate del inmueble que concierne a este incidente hasta tanto se concluya con 

la determinación y el demarcado de las tierras cuya propiedad comunitaria se invoca; c) 

encomendar al magistrado de grado evaluar las alternativas propuestas por la Fiscal General 

a fs. 1092. Notifíquese a la Fiscal General en su público despacho, comuníquese (cfr. 

Acordada C.S.J.N. N° 15/13) y devuélvase sin más trámite, encomendándose al juez de la 

primera instancia las diligencias ulteriores y las notificaciones pertinentes (Cpr. 36:1). 

HERNÁN MONCLÁ - ÁNGEL O. SALA -MARIA ELSA UZAL 

MARCELA L. MACCHI PROSECRETARIA DE CÁMARA 

 

Antecedentes de la causa:  La Excma.Cámara Nacional de Apelaciones en  lo  Comercial,  

resolvió:  “Buenos Aires,  27  de  diciembre  de  2013  ...a)   declarar  prematuro expedirse 

respecto de la cuestión materia de recurso; b) disponer que el magistrado de grado concrete 

las medidas indicadas anteriormente, librando a tal fin las piezas pertinentes...”. Fdo: Maria 

Elsa Uzal. Angel O. Sala. Jueces de Camara.Juan P.ZemmeSecretarioBuenos Aires, 12 de 

febrero de 2014. Por devueltos, hágase saber. Notifíquese por cédula por Secretaría. En   

atención   a   lo ordenado por el Superior, dése intervención a la Comunidad Diaguita 

Calchaqui del Departamento de La Poma, a fin de que en el plazo de veinte días se presente 

en las actuaciones a efectos de hacer valer los eventuales derechos posesorios que pudiera 

tener respecto de las tierras de la fracción de «Campo La Poma» que son objeto de llamado 

a mejora de oferta dispuesta en el presente incidente. A tal fin líbrese cédula ley 22172, 

cuya confección y diligencia se encomienda al síndico. Asimismo, a los fines de dentro del 

plazo de veinte días que brinden la información que poseen en su poder en torno al estado 

de ocupación, posesión y titularidad de las fracciones del «Campo La Poma», líbrense 

oficios, en su caso en los términos de la  ley 22172 a las entidades indicadas  por la 

Sra.Fiscal de Cámara en su dictamen de fs.776/781, apartado 6. Encomiéndase   su 

confección y diligencia a la sindicatura.Fernando I. SaraviaJuez   Fdo.: FERNANDO 

SARAVIA (JUEZ).- 




